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Por Nayibe Peña Frade*

n ocasiones las políticas públicas 
tienen sesgos que pueden impe-
dir, obstaculizar o hacer oneroso 

el acceso de algunos/as de sus desti-
natarios/as a los recursos y oportuni-
dades que esperan propiciar o crear 
en beneficio de toda la colectividad. 
Las políticas públicas para la educa-
ción superior (PPES) no son la excep-
ción; ellas también generan efectos 
que impactan de forma negativa en la 
equidad entre los diversos actores que 
conforman el campo académico-uni-
versitario. Demostrar esta afirmación, 
o al menos exponer algunas ideas que 
la hagan plausible, es el propósito últi-
mo de este artículo. 

Las políticas públicas como 
categoría de análisis

La primera sospecha al respecto se 
introduce en la definición y diagnósti-
co del problema que se asume como 
objeto de las políticas. ¿De dónde 
provienen los datos o los análisis que 
permiten definir y caracterizar dicho 
problema? Hay seis fuentes principa-

“En sociedades segregadas (…) las políticas no son neutrales con relación a tal segregación”.     Evangelina García

rativa y recomendaciones de política, 
orientadas a la adaptación y respues-
ta de las universidades a los cambios 
complejos en su entorno; se enfocan 
en los aspectos estructurales del siste-
ma universitario de América Latina o de 
Colombia, que obstaculizan o impiden 
la inserción productiva de las universi-
dades en la producción globalizada 2; 
comparan el sistema universitario co-
lombiano con el de otros países, según 
indicadores internacionales; describen 
y evalúan los procesos de reforma y 
modernización de la educación supe-
rior en América Latina3. La estructura 
del documento final se encamina a la 
toma de decisiones, la trazabilidad de 
políticas y la intervención en el proble-
ma. 

De otra parte, la experiencia acumu-
lada por el Estado en la hechura de 
políticas ha puesto en evidencia que 
las políticas públicas son importantes 
para consolidar o reforzar la legitimi-
dad del régimen político y la goberna-
bilidad; esa constatación ha generado 
un marco que se caracteriza porque la 
acción de gobierno ha trascendido, o 

1. Este artículo es una versión ampliada de la presentación de la autora en el Seminario Internacional Hacia la construcción de lineamientos para la inclusión de la equidad de género como factor de calidad en la educación superior. 
Bogotá, Universidad Central, Agosto 12 y 13 de 2015. Este evento fue organizado y financiado por el Proyecto FEGES en cumplimiento de su objetivo específico número dos. La Universidad Autónoma de Colombia es una de las 
instituciones que participa en la realización de este proyecto de cooperación internacional, financiado por NUFFIC, junto con las universidades Central, Nacional y UIS; la coparte holandesa corresponde a un consorcio integrado por 
la Universidad de Utrecht y MDF. El proyecto FEGES se implementó entre 2011 y 2015.
2. Entre los análisis de la educación superior en el contexto globalizado hay varios que proponen ideas sugestivas, entre ellos los de Adriana Chiroleau (2010), Mónica Marquina (2006) y los de Brunner (2000 y 2003).
3. Esta definición del problema universitario tiene una larga trayectoria y hay una copiosa bibliografía al respecto. El documento del Banco Mundial incluye los estudios que fueron usados como insumos, entre ellos cabe destacar el de 
Brunner, que se enfoca en lo administrativo, el de DePietro en las competencias de los docentes, y el de Agapitova en la ciencia y la tecnología, Ver (Banco Mundial, 2003). Otros ejemplos de este tipo de estudio son los de (Brunner, 
2013) y (UNESCO-CRESALC, ASCUN, 1998). El documento de la Asociación Colombiana de Universidades, ASCUN (2007), brinda una apretada visión general de los problemas más importantes de las instituciones universitarias 
nacionales.

Incidencia de las políticas 
públicas para la educación 
superior en las relaciones 
de equidad entre actores 
universitarios1.

les: las macro políticas y modelos de 
desarrollo internacionales que orientan 
el manejo de las relaciones exteriores, 
y las directrices emanadas de orga-
nismos multilaterales asumidos o aca-
tados por los gobiernos y el régimen 
político (Vargas, 1999); segundo, los 
paradigmas de políticas dominantes 
(Acosta, 2000); tercero, los resultados 
de comparaciones y evaluaciones so-
bre educación basadas en indicadores 
nacionales e internacionales; cuarto, 
los conceptos de pares que hacen las 
evaluaciones de instituciones y pro-
gramas que aspiran a la acreditación o 
la renovación del registro calificado, y 
que verifican el cumplimiento de requi-
sitos para acreditación de programas 
e instituciones; quinto, estudios y diag-
nósticos; y, por último, la experiencia 
acumulada por los diseñadores y eje-
cutores de las políticas.

Los estudios y diagnósticos a los que 
se alude tienen, a su vez, algunas ca-
racterísticas relevantes, entre ellas: 
suelen ser consultorías contratadas 
por entidades públicas y por lo tanto 
incluyen una conceptualización ope-
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combina, los paradigmas de Estado 
interventor y Estado mínimo (Vargas, 
1999); la burocracia estatal interactúa 
con la sociedad civil; y porque el Esta-
do aumentó su capacidad de produc-
ción simbólica y de estadísticas para 
crear la realidad en la cual adquieren 
existencia y sentido las instituciones 
de educación4 . 

Las políticas5 expresan una acción 
de gobierno y una interacción con la 
ciudadanía, una relación hegemóni-
ca, es decir, una forma de poder que 
entraña una creencia compartida por 
dominantes y dominados (Tenti, 2003), 
una misma convicción social acerca 
de la conservación o construcción de 
un determinado estado de cosas, la 
universalización del punto de vista  de 
un grupo que se muestra como justo, 
conveniente o necesario y que por tan-
to es asumido por la sociedad como 
propio (Laclau, 2001), (Arfuch, 2013).  
La relación hegemónica entre Estado 
y sociedad determina que las políticas 
públicas no sean una imposición de los 
gobiernos, sino que hagan parte de los 
mecanismos y factores de legitimidad 
y que, por  lo tanto, su aplicación re-
quiera de la aceptación de los destina-
tarios, basada ésta en la credibilidad 
compartida por los actores del campo 
acerca de la efectividad y pertinencia 
de la política para la superación del 
problema sobre el que se pretende 
que incida.

Las políticas públicas tienen unas 
características definitorias que las 
muestran como una interacción Es-
tado-Sociedad (Cuervo, 2010); son 
acciones de gobierno destinadas a re-
solver problemas de relevancia social, 
se refieren a un asunto público crítico, 
identificado y agenciado por los acto-
res sociales relevantes. Las políticas 
son un conjunto de intencionalidades, 
determinaciones y fines (Kent, 2002), 
que son expresión de un equilibrio de 
poder y que tienen la forma discursiva 
de contenidos concretos. El discurso 
de las políticas puede ser traducido en 
normas, procedimientos, indicadores y 

sistemas de información y monitoreo, 
está dirigido a un destinatario que las 
aplica. Las políticas requieren (y gene-
ran) una institucionalidad de respaldo, 
aplicación y seguimiento. 

Es claro entonces que las políticas son 
una construcción colectiva en la cual 
participan diversos actores interesa-
dos, que expresan las intencionalida-
des y fines diversos de todos ellos y, 
en consecuencia, que la consecución 
de las metas y objetivos que se pro-
pone una política depende no sólo de 
la capacidad de gestión del gobierno 
y la burocracia, o de la capacidad de 
coacción del Estado, sino de la cola-
boración de los actores e instituciones 
a quienes está dirigida y que las aca-
tarían porque están convencidas de su 
pertinencia, oportunidad, efectividad  y 
eficacia. 

En este contexto se pueden abordar 
algunas amenazas de que las políticas 
públicas, pese a ser legítimas y nego-
ciadas, tengan sesgos. Ese peligro 
proviene de varios hechos, entre ellos, 
que las políticas se refieren a proble-
mas sensibles respecto de los cuales 
la sociedad y los medios masivos de 
comunicación –la opinión pública- 
creen saber tanto como para tener una 
postura y ponerla en circulación; al di-
vulgarlos y debatirlos esos problemas 
quedan reducidos a sus manifestacio-
nes más notorias y coyunturales. De 
esa forma, el problema y la solución 
adquieren una apariencia de claridad 
y evidencia que impide que se asuman 
como problemas sociales con una di-
mensión histórica y política. En estas 
circunstancias, las estrategias que de-
finen las políticas para resolver dichos 
asuntos problemáticos se basan en 
sus manifestaciones fenoménicas, en 
la apariencia inmediata y directamente 
perceptible. El orden social y econó-
mico capitalista, y la estructura social 
de clase en los que se inscriben esos 
fenómenos, quedan así ocultos, y no 
son tratados por las políticas. 

4. Idea tomada de (Bourdieu, 1993).
5. Las ideas que se expresan en este artículo acerca de las políticas públicas en el contexto de un régimen político provienen de cinco autores principales: (Cuervo, 2010), (Cruz-Rubio, 2012), (Galarza, 2009), (Oszlak y O’Donnell, 
1995) y (Vargas 1999). Las afirmaciones relacionadas con el concepto de política pública o con sus componentes fueron elaboradas a partir de (Aguilar Villanueva, 1997 y 2012) y (Lahera, 2004).
6. Estas ideas han sido desarrolladas por los estudios feministas y aplicadas en la evaluación de políticas con enfoque de género, entre otras autoras se puede consultar a (Faundez, s.f).
7. Para conocer el enfoque de interseccionalidad se sugiere consultar el sitio web del proyecto MISEAL (Medidas para la Inclusión Social y Equidad en Instituciones de Educación Superior en América Latina): http://www.oie-miseal.
ifch.unicamp.br/ 

La consecuencia más grave es que 
tanto en el diagnóstico como en la so-
lución propuestas, las políticas dejan 
intacta la estructura política de domi-
nación y segregación que, además, no 
se agota en la clase sino que se inter-
secta con otros factores que producen 
desigualdad y exclusión de personas, 
por ejemplo el sexo, la identidad de 
género, la etnia, la edad, la región y la 
presencia de formas de discapacidad, 
entre otros.

Entonces, entre las razones para que 
la amenaza de incurrir en inclinaciones 
esté siempre presente, dos son muy 
importantes: las políticas no conside-
ran que sea un propósito pertinente 
modificar la segregación social, y, se-
gundo, que suelen partir del supuesto 
de que el problema afecta por igual a 
todos los sujetos y grupos a los que se 
dirige la política, y que por lo tanto la 
solución propuesta producirá un bene-
ficio general6. En otras palabras; en el 
diseño de políticas no se ha generali-
zado el uso y aplicación de enfoques 
de género, diferencial de derechos o 
de interseccionalidad7 para analizar 
los efectos diferenciales y desfavo-
rables que su aplicación pueda tener 
sobre algunos/as de sus beneficiarios/
as o destinatarios/as, a corto o largo 
plazo, y de forma directa o indirecta.

Así como corren el riesgo de estar ses-
gadas o generar efectos negativos no 
previstos, las políticas también están 
expuestas a ser excluyentes, en pri-
mera instancia, porque el régimen po-
lítico puede ser o no favorable a la par-
ticipación, puede privilegiar las salidas 
consensuales o las impositivas, hacer 
uso de la convicción o de la coacción. 
La exclusión resultaría también de que 
la participación de los actores relevan-
tes esté restringida o determinada, en 
mayor o menor grado, por criterios de 
selectividad o convocatoria no explici-
tados, así como por la capacidad –real 
o potencial- de influencia que tengan 
los actores para hacerse invitar, o para 
que su presencia sea estratégica para 
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el gobierno. Puede suceder también que 
haya inconvenientes en la representati-
vidad debidos a que no siempre los vo-
ceros de los actores participantes en 
el diseño y promulgación de la política 
fueron investidos o designados de for-
ma legítima, equitativa y transparente, o 
que su designación sea ilegítima (Var-
gas 1999).

Un último riesgo de exclusión se crea 
porque el diseño de políticas no siempre 
reconoce la importancia de los contex-
tos históricos, sociales, políticos, cultu-
rales y regionales en los que se confi-
gura y ocurre el problema, en los que 
se manifiesta el fenómeno, y en los que 
se implementa la política; tampoco tiene 
suficientemente en cuenta las particula-
ridades culturales, históricas y políticas 
de los actores sociales relevantes. En-
tre los hacedores de políticas y los go-
biernos nunca parece ser suficiente la 
consideración de que el problema de las 
políticas y su implementación ocurren 
en contextos regionales, históricos y 
culturales que pueden deformar los ob-
jetivos, metas y formas de evaluación de 
resultados e impactos. 

Las políticas en y para las 
instituciones universitarias

Las universidades son institucio-
nes8, esto es espacios sociales que 
originan y regulan unos modos parti-
culares de relación entre sujetos, ac-
tividades y puntos de vista; formas 
de poder y maneras de ejercerlo y 
disputarlo; modalidades diferencia-
das y dictadas por la tradición, de 
acceder o no a los recursos, oportu-
nidades y responsabilidades institu-
cionales. Además las universidades 
están dentro del campo de la educa-
ción superior, campo que tiene sus 
propias lógicas de poder, y cuyos 
actores principales son (i) élites y 
grupos de poder social, económico 
y político dominantes; (ii) gobiernos 
y burocracia estatal; (iii) sectores es-
tudiantiles y de docentes organiza-
dos y no hegemónicos; (iv) grupos 
sociales emergentes que buscan 
una educación universitaria rápida y 
no muy costosa como factor de mo-
vilidad; (v) comunidad académica y 
científica.

En ese marco adquieren mayor sen-
tido las limitaciones y vacíos en los 
diagnósticos de las políticas acerca 
de la educación superior y, por tanto, 
en las estrategias y mecanismos que 

8. En la concreción de estas ideas hay una gran deuda intelectual con el sociólogo mexicano Adrián Silva y sus estudios comparados de 3 universidades mexicanas, ver (Acosta, 2000) y (Acosta, 2002).  

definen para afrontarlos. La dimensión 
institucional y las particularidades de 
las universidades no son profundiza-
das, lo cual aumenta el riesgo de que 
en la aplicación de las políticas, las ins-
tituciones, sin proponérselo o de forma 
deliberada, incurran en parcialidades 
y formas de inequidad que perjudican 
a unos actores y ponen en ventaja a 
otros. 

Las PPES no ponderan con todo cui-
dado las mediaciones que hay entre 
la política y su ejecución en y por las 
universidades, ni las consecuencias 
de las políticas en cada institución que 
las aplica y en los actores que resultan 
afectados por ellas; tampoco sopesan 
sus procesos endógenos de cambio, 
normativas, formas de organización 
específicas e intereses fundacionales 
o misionales, y menos aún sus debili-
dades y potencialidades, límites y pro-
yecciones.
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9.   Profundicé en las concepciones de calidad desde una perspectiva crítica en (Peña Frade, 2015a).  
10. Estas ideas fueron expuestas y posteriormente sustentadas en el proyecto de investigación para la tesis doctoral que presenté el pasados mes de julio de 2015, (Peña Frade, 2015b) 
11.  Estas evidencias empíricas están soportadas en muchos estudios acerca de la situación de las mujeres en las instituciones de educación superior y en el campo académico, en general; mujeres en la docencia, la investigación, 
la dirección y la administración. La inequidad y la desigualdad de género fueron el objeto de los proyectos FEGES y MISEAL, fue en el desarrollo de FEGES que se hizo la recopilación y análisis de ese material. Sugiero a quienes se 
interesen consultar al respecto (Mingo, 2006), (Palomar, 2011) y (Tomas, 2009) y las compilaciones de estudios de (Chávez et al, 2009) y (Mingo, 2010).

En estas circunstancias tienen cabida 
preguntas como estas: ¿Las PPES tie-
nen sesgos de sexo, de clase, étnicos 
u otros? ¿Su aplicación puede repre-
sentar obstáculos para las mujeres, las 
minorías étnicas, las personas de ma-
yor o menor edad o para las personas 
de menor ingreso, de los estamentos 
docente, administrativo y estudiantil? 
¿Otorgan ventajas o propician privile-
gios para algunos grupos o actores del 
campo de la educación superior y las 
instituciones universitarias?

El Sistema de Aseguramiento de la 
Calidad de la Educación Superior, 
SACES, puede considerarse la  cris-
talización de una ruptura con las po-
líticas para la educación superior que 
se implementaron en los años setenta 
y ochenta, dentro de los paradigmas 
de Estado benefactor, modernizador 
y educador. Dichas políticas estaban 
orientadas, en primer lugar, a solucio-
nar los problemas creados por la ex-
pansión descontrolada de instituciones 
de educación superior y de programas 
de formación profesional; segundo, a 
la ampliación organizada y regulada 
de la cobertura para promover la mo-
vilidad social de las clases medias; y, 
tercero, a la consolidación de la mo-
dernización infraestructural, institucio-
nal, productiva y de la gestión pública 
que inició el país en los primeros años 
de la década del setenta (Klein y Sam-
paio, 2002). 

La preocupación fundamental de las 
políticas para la educación superior 
desde los noventa, por el contrario, 
ha sido la calidad, pero fundamental-
mente la calidad entendida como ins-
trumento para la superación del reza-
go productivo y tecnológico del país, 
para el logro de una competitividad 
que mejore su posicionamiento econó-
mico, para insertar de forma ventajosa 
la oferta educativa colombiana, al me-
nos en el mercado de América Latina, 
y para normalizar, vigilar y regular la 
prestación del servicio de formación 
de capital humano con alta calificación 
por operadores privados terciarizados, 

nacionales y extranjeros9. 

El conjunto de normas, estándares, 
datos, metas y procedimientos que in-
tegran el SACES, introduce diferentes 
formas de competencia entre institu-
ciones y en el interior de cada universi-
dad, crea relaciones institucionales de 
rivalidad por los recursos y oportunida-
des que produce y propicia. Las ins-
tituciones se ven obligadas a dedicar 
todos sus esfuerzos, políticas y recur-
sos a lograr la acreditación de calidad, 
estratégica para que las instituciones y 
todos los actores puedan ganar, con-
servar o fortalecer posiciones favora-
bles o convenientes dentro del campo 
de la educación superior. 

Son múltiples las formas de compe-
tencia que genera el SACES: entre 
instituciones por ganar posiciones en 
las escalas comparativas, quedarse 
con los mejores bachilleres y obtener 
los créditos y subsidios a la demanda 
que otorga el Estado; entre docentes 
por tener mayores oportunidades de 
promoción, remuneración y estabilidad 
laboral;  alcanzar la titularidad como 
docente investigador/a; obtener una 
asignación de actividades más venta-
josa; acceder a formación doctoral, o 
tener movilidad internacional. Los in-
vestigadores/as rivalizan entre pares 
por el financiamiento de sus proyectos, 
participación en consultorías, acceso a 
publicaciones y por movilidad interna-
cional. Y todas las personas que inte-
gran cualquier estamento, finalmente, 
se desviven por conseguir el estatus 
de excelente, productivo/a, competen-
te y acreditado.

Los cambios que produce el SACES 
en las instituciones ponen en venta-
ja a algunas instituciones, tomas de 
posición, dependencias, actividades, 
proyectos y actores y, por eso mismo, 
precariza la situación de otras. Genera 
un ámbito estandarizado, competitivo 
y sometido a presiones por la produc-
tividad y el cumplimiento de indicado-
res. Desde ese punto de vista, es fá-
cil suponer que hay roles, funciones 
y “lugares institucionales” muy conve-

nientes para obtener las posiciones 
más prestigiosas y/o de poder y mejor 
remuneradas. Entonces, es plausible 
preguntarse ¿quién puede ocuparlas? 
¿Quiénes tienen mayores posibilida-
des? ¿Qué características de las per-
sonas pueden convertirse en un límite 
o un techo de cristal? 

Estas posibilidades (aún no debida-
mente estudiadas) podrían indicar que 
el SACES no sólo impide o limita la 
equidad, sino que además tiene la po-
tencialidad de crear otras formas de in-
equidad, en la medida que está en ca-
pacidad de propiciar, inducir o acelerar 
cambios en las posiciones de los gru-
pos de interés de cada universidad y 
en su equilibrio interno de poderes; da 
origen a nuevos actores y formas de 
influencia dentro de las entidades del 
ramo, las agencias y las universidades 
mismas; cambia la importancia de ac-
tividades, dependencias y posiciones; 
las escalas de prestigio y los sistemas 
de reconocimiento. Y, más importante 
aún: porque el SACES superpone sus 
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metas y retos a las concepciones de 
la comunidad académica acerca de lo 
que les correspondería ser y hacer a 
las universidades10 .

Para comprender mejor esta posi-
bilidad habría que prestar atención 
a evidencias empíricas como las si-
guientes11: los estándares para acre-
ditación, promoción interna y evalua-
ción del desempeño laboral otorgan 
mayor puntaje a la investigación y la 
publicación de ensayos y artículos, 
a la realización de conferencias, a la 
organización de eventos y la gestión 
de convenios que a la docencia; las 
revistas indexadas publican sólo artí-
culos producto de investigación con-
cluidas o en curso; las convocatorias 
docentes exigen condiciones que no 
siempre están al alcance de docentes 
mayores, que se educaron en univer-
sidades privadas emergentes o de 
provincia, que no tienen doctorado ni 

manejan inglés y que no publican; la 
docencia directa y  la atención a estu-
diantes y tutorías se concentran en las 
mujeres; la investigación es realizada 
en especial por hombres. 

Además hay sub representación fe-
menina en los puestos más altos de 
la jerarquía académica, por ejemplo: 
mujeres doctoradas; profesoras en los 
posgrados o como docente investiga-
dora  de tiempo completo o titular; en 
los espacios de poder en los cuales se 
trazan políticas académicas, adminis-
trativas, laborales y financieras; en la 
dirección de dependencias en las que 
se toman decisiones relativas a con-
diciones laborales y salariales, y for-
mas de promoción y ascenso. Y, para 
terminar, hay menos investigadoras o 
consultoras en las áreas de conoci-
miento que concentran los recursos 
financieros para investigación, forma-
ción académica y equipos: tecnologías 
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